
	 1	

	

	

	

La	 Conferencia	 Estatal	 de	 Defensores	 Universitarios,	 reunida	 en	 su	 XVIII	 Asamblea	 en	 la	
Universidad	Europea	en	Madrid,	los	días	4,	5	y	6	de	noviembre	de	2015,	quiere	manifestar	su	

preocupación	 por	 la	 falta	 de	 seguridad	 jurídica	 con	 la	 que	 nos	 encontramos	 en	 nuestras	
Universidades	para	identificar	el	marco	normativo	regulador	de	la	convivencia	y	el	catálogo	de	
las	 conductas	 constitutivas	 de	 infracción,	 el	 procedimiento	 para	 afrontar	 los	 conflictos	

personales	e	 institucionales	que	se	producen,	 	así	 como	 los	medios	existentes	para	ponerles	
fin.		

Esta	situación	es	 la	consecuencia	 inmediata	de	dos	hechos.	Por	una	parte,	de	que	cinco	años	
después,	 la	Disposición	Adicional	 Segunda	del	 Real	Decreto	 1791/2010,	 de	 30	de	diciembre,	

por	 el	 que	 se	 aprueba	 el	 Estatuto	 del	 Estudiante	 Universitario,	 no	 haya	 sido	 objeto	 de	
desarrollo;	por	lo	cual,	nuestra	institución	carece	de	ley	reguladora	de	la	potestad	disciplinaria	
en	 la	 que	 se	 tipifiquen	 las	 infracciones,	 las	 sanciones	 y	 las	 medidas	 complementarias	 del	

régimen	 sancionador	 para	 estudiantes	 de	 acuerdo	 con	 el	 principio	 de	 proporcionalidad,	 y	
queda	lastrada	por	 la	falta	de	adaptación	del	procedimiento	administrativo	sancionador	a	 las	
especificidades	del	ámbito	universitario.	Ambos	factores	determinan	que	a	día	de	hoy	sea	muy	

difícil	 garantizar	 los	 derechos	 de	 defensa	 del/a	 estudiante	 y	 la	 eficacia	 en	 el	 desarrollo	 del	
procedimiento,	 sobre	 todo	 cuando	 se	 constata	 que	 ante	 la	 falta	 de	desarrollo	 normativo	de	
ese	Estatuto,	se	debe	seguir	recurriendo	al	Decreto		de	8	de	septiembre	de	1954,	por	el	que	se	

aprueba	el	Reglamento	de	disciplina	académica	de	los	Centros	Oficiales	de	Enseñanza	Superior	
y	de	Enseñanzas	Técnica,	con	la	enorme	distorsión	que	supone	la	constante	actualización	y	la	
necesaria	“constitucionalización”	de	sus	–en	muchos	casos–	autoritarias	previsiones.	

Pero	por	otra	parte,	 la	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	del	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	

tras	la	modificación	que	recientemente	ha	sufrido	por	el	Real	Decreto	Legislativo	5/2015,	de	30	
de	 octubre,	 por	 el	 que	 se	 aprueba	 el	 Texto	 Refundido	 de	 la	 Ley	 del	 Estatuto	 Básico	 del	
Empelado	Público,	sigue	remitiéndose	a	una	ley	de	desarrollo	del	mismo	que	venga	a	unificar	

en	su	 interior	el	catálogo	de	 infracciones	graves	y	 leves,	 lo	que	determina	que,	a	día	de	hoy,	
exista	 un	 único	 listado	 de	 infracciones	 disciplinarias	 muy	 graves	 para	 el	 personal	 de	 la	
Universidad	 (sea	 laboral	 o	 funcionario)	 y	 que,	 sin	 embargo,	 tengamos	 que	 recurrir	 a	 los	

convenios	colectivos	(para	el	personal	laboral	–PDI	o	PAS-)	o	al	ya	viejo	Real	Decreto	33/1986,	
de	 10	 de	 enero,	 por	 el	 que	 se	 aprueba	 el	 Reglamento	 del	 Régimen	 Disciplinario	 de	 los	

Funcionarios	de		 la	Administración	del	Estado	para	liquidar	 la	responsabilidad	disciplinaria	de	
los/as	funcionarios/as	públicos/as	(PDI	o	PAS).	
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Ante	esta	situación,	la	Conferencia	Estatal	de	Defensores	Universitarios	

QUIERE	MOSTRAR	su	preocupación	por	la	falta	de	una	normativa	acorde	con	nuestra	sociedad	
y	 con	 nuestra	 Universidad	 que	 venga	 a	 regular	 la	 convivencia,	 en	 el	 seno	 de	 nuestras	

Universidades,	de	los	colectivos	de	Personal	de	Administración	y	Servicios,	Personal	Docente	e	
Investigador	y	Estudiantes,	

E	 INSTA	a	 los	GRUPOS	PARLAMENTARIOS	a	que	se	comprometan	en	 la	próxima	 legislatura	a	
elaborar	el	Reglamento	de	desarrollo	del	Estatuto	del	Estudiante	Universitario	–cumpliendo	de	

esta	 forma	 con	 retraso	 el	 compromiso	 adquirido	 en	 2010–,	 así	 como	 a	 aprobar	 la	 ley	 que	
venga	 a	 regular	 el	 catálogo	 de	 infracciones	 graves	 y	 leves	 y	 sus	 correspondientes	 sanciones	
cuando	de	empleados/as	públicos	se	trate.		

Con	 ello,	 contribuiríamos	 a	 generar	 seguridad	 jurídica	 en	 la	 Universidad	 y	 a	 facilitar	 la	

convivencia.	

  
	

En	Madrid,	a	6	de	noviembre	de	2015	

	

	

Secretaria																																																																									Presidente	

Elena	Battaner		Moro																																																					José	Manuel	Palazón	Espinosa	


